STC 133/1990: Ley de Protección Civil; deslinde competencias en materia de protección civil

Resumen del conflicto: Recurso de inconstitucionalidad promovido por el Gobierno Vasco contra la Ley de Protección Civil y conflicto positivo promovido también por él en relación al Plan Básico de Emergencia Nuclear.

Resumen del falla:Estima parcialmente el recurso de inconstitucionalidad y desestima íntegramente el conflicto positivo de competencias.

Deslinde competencial en materia de protección civil (FJ 5):


Doctrina extraída de la STC 123/1984, sobre la cual se reconoció la legitimidad del País Vasco  para organizar los Centros de Coordinación Operativa dentro de la competencia autonómica sobre protección civil. 

«a) Pese a que la expresión «protección civil» no figura en la Constitución, ni viene expresamente prevista en el Estatuto de Autonomía del País Vasco, no puede llegarse a la conclusión de que sea una competencia residual que por la aplicación de la cláusula del art. 149.3 CE corresponda automáticamente al Estado: Pues el reparto competencial al respecto puede llevarse a cabo mediante el empleo de los criterios interpretativos ordinarios.
b) La materia objeto de discusión ha de englobarse, según tales criterios, con carácter prioritario en el concepto de seguridad pública del art. 149.1.29 CE. Ahora bien, la competencia estatal al respecto no es exclusiva: Pues el mismo apartado reconoce esa competencia «sin perjuicio de la creación de policía por las Comunidades Autónomas», y en concreto, en el art. 17 del Estatuto Vasco se afirma que corresponde a las instituciones autonómicas el régimen de la Policía Autónoma para la protección de personas y bienes. Además, hay que tener en cuenta otros títulos competenciales derivados de la Constitución y los Estatutos de Autonomía, que habiliten a las Comunidades Autónomas para ejercer competencias en la materia: La Sentencia se refería así, a título ejemplificativo, al art. 148.1.22.

c) Resulta así que, sin mengua de las competencias inalienables y en este sentido exclusivas del Estado, en la materia específica de la protección civil se producen competencias concurrentes de las Comunidades Autónomas cuya distribución es necesario diseñar. En consecuencia, en la materia específica de protección civil se producen unas competencias concurrentes del Estado (en virtud, de la reserva del art. 149.1.29) y de las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias en sus Estatutos en virtud de habilitaciones constitucionales.
d) Como esta situación de concurrencia plantea una especial problemática, se hace necesario hacer explícita tal distribución competencial. La Sentencia reconocía a la Comunidad Autónoma del País Vasco competencia en materia de protección civil, especialmente para la elaboración de los correspondientes planes de riesgos y calamidades, y para la dirección de sus propios servicios en el caso de producirse situaciones catastróficas o de emergencia. Ahora bien, se decía que esta competencia vasca «queda subordinada a las superiores exigencias del interés nacional en los casos en que éste pueda entrar en juego» (fundamento jurídico 4.º). Y se sostenía que esa subordinación competencial (que la propia Comunidad Autónoma entonces no discutía, como tampoco lo hace ahora) se producía en tres ocasiones:
-Cuando entra en juego la Ley 4/1981, de 1 de junio, que regula los estados de alarma, excepción y sitio;
-En los casos en que el carácter supraterritorial de la emergencia exija una coordinación de elementos humanos y materiales distintos de los que posee la Comunidad Autónoma, y
-Cuando la emergencia sea de tal envergadura que requiera una dirección de carácter nacional ( STC 123/1984,fundamento jurídico 4.º).»

La materia de protección civil la engloba el TC dentro de la competencia sobre seguridad pública, en la que se produce una concurrencia competencial entre el Estado (competencia no exclusiva sobre seguridad pública del Estado,149.1.29 CE) y algunas CCAA que han asumido competencias en seguridad pública (por ejemplo art. 17 EAPV).

«Por la misma naturaleza de la protección civil, que persigue la preservación de personas y bienes en situaciones de emergencia, se produce en esta materia un encuentro o concurrencia de muy diversas Administraciones Públicas (de índole o alcance municipal, supramunicipal o insular, provincial, autonómica, estatal) que debe aportar sus respectivos recursos y servicios. Desde esta perspectiva, y en principio, la competencia en materia de protección civil dependerá de la naturaleza de la situación de emergencia, y de los recursos y servicios a movilizar. Ello puede suponer, de acuerdo con los términos de los respectivos Estatutos, que la Administración Autonómica sea competente en esta materia. (FJ 6)»


Límites de la competencia autonómica (FJ 6):
«esta competencia autonómica se encuentra con determinados límites, que derivan de la existencia de un posible interés nacional o supraautonómico que pueda verse afectado por la situación de catástrofe o emergencia: Bien por la necesidad de prever la coordinación de Administración diversas, bien por el alcance del evento (afectando a varias comunidades Autónomas) o bien por sus dimensiones, que pueden requerir una dirección nacional de todas las Administraciones públicas afectadas, y una aportación de recursos de nivel supraautonómico. Y, como consecuencia, e íntimamente en relación con tal posibilidad, no pueden negarse al Estado las potestades necesarias para obtener y salvaguardar una coordinación de distintos servicios y recursos pertenecientes a múltiples sujetos, así como (si fuera necesario) para garantizar una dirección y organización unitarias: Esto es, tanto competencias de tipo normativo (disponiendo e instrumentando técnicas de coordinación) como de tipo ejecutivo, asumiendo las instancias estatales tareas de dirección. Las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas encuentran pues, su límite, en la policía de seguridad pública que la Constitución reserva a la competencia estatal en su art. 149.1.29, en cuanto tal seguridad pública presenta una dimensión nacional, por la importancia de la emergencia, o por la necesidad de una coordinación que haga posible prevenir y, en su caso, reducir los efectos de posibles catástrofes o emergencias de alcance supraautonómico.» (FJ 6)
«…la concurrencia de un interés supracomunitario justificará la previsión de unas potestades estatales en un marco legislativo común: sin que ello excluya, claro está, la participación de las Administraciones Autonómicas que sean competentes, incluso en tales situaciones, pero en el marco de la normativa estatal…».

«…cuando la concurrencia de competencias viene subordinada a la competencia estatal por razón del interés nacional, no puede negarse a las instancias estatales el ejercicio de potestades encaminadas a defender tal interés. En el supuesto de que se trata (como en la aprobación de la Norma Básica de Protección Civil, a que se refiere el art. 8) aparece claramente vinculada a tal interés la previsión de unas directrices comunes de protección civil, que hagan posible, en su caso, una coordinación y actuación conjunta de los diversos servicios y Administraciones implicadas y que provean un diseño o modelo nacional mínimo….»


Ámbitos materiales de las competencias de cada una de las Administraciones competentes:


Dentro de la competencia estatal se encuentran las siguientes:

· «La elaboración por el Gobierno de una Norma Básica de Protección Civil (art. 8 en relación con el art. 6) que determine las líneas de actuación en esta materia y contenga las directrices esenciales para la elaboración de los distintos Planes Territoriales y Especiales, no produce un vaciamiento de la competencia autonómica…» (FJ 10)
· «Así al reconocimiento de unas potestades legislativas y reglamentarias de la Comunidad Vasca no empece una competencia estatal con idénticas potestades y que puede condicionar el ejercicio de las facultades autonómicas cuando concurra el interés supraautonómico general. Pues el mantenimiento de una dirección y organización unitarias ante estas emergencias excepcionales razonablemente requiere de una coordinación de los distintos planes territoriales (municipales, supramunicipales, insulares, provinciales y de cada Comunidad Autónoma) mediante la fijación de unos contenidos mínimos comunes que permitan su posterior integración en un conjunto plenamente operativo y susceptible de una rápida aplicación. Y el reconocimiento de la competencia vasca para elaborar los correspondientes planes de prevención de riesgos y calamidades que en la STC 123/1984 se hizo, no fue, obviamente, efectuado de forma que impida cualquier intervención del Estado, porque ello resultaría incompatible con el marco de esta peculiar situación de concurrencia competencial.» (FJ 10).
· «Las mismas razones llevan a pensar que la fijación por ley de un contenido mínimo e indisponible de los diferentes Planes Territoriales (art. 9), que permita su homologación posterior e integración en una programación unitaria, no es inconstitucional ni vacía la competencia autonómica para la elaboración de planes aunque de algún modo la condicione.» (FJ 10).

· La necesidad de homologación por la Comisión Nacional de Protección Civil de los Planes Territoriales: «en la medida en que dicha competencia de homologación se configure como una actividad reglada y de control técnico, dirigida a constatar que los planes contemplen distintos contenidos (un catálogo de recursos movilizables, un inventario de riesgos potenciales y unas directrices sobre su funcionamiento y movilización) y no a sustituir de entre las distintas opciones posibles aquella seguida en la elaboración del plan, dicha competencia de mera homologación no configura invasión competencial alguna. Por otro lado, la configuración de la mencionada Comisión como un órgano mixto de representación conjunta del Estado y de las Comunidades Autónomas (art. 17) coadyuva a garantizar que se preserve esa finalidad.»

· Decidir la aplicación del plan que corresponda: «En consecuencia, no resulta contraria a la competencia autonómica, dados los intereses a salvaguardar, y los recursos a movilizar, que se encomiende al Gobierno Civil y, en su caso, al Ministro del Interior, la decisión respecto de la aplicación del plan que corresponda. Por otra parte, esa atribución no supone privar a la Comunidad Autónoma de la facultad de aprobar el plan a aplicar [cuando éste sea de alcance autonómico, art. 10.1, apartado 3) con la salvedad que se hizo en el fundamento jurídico 10.º] y, finalmente, el artículo impugnado reconoce a los órganos ejecutivos de las Comunidades Autónomas una capacidad de propuesta al respecto.»
· Actuaciones preventivas en materia de protección civil: La Ley estatal las puede prever la necesidad de que las CCAA lleven a cabo determinadas actuaciones preventivas, sin perjuicio de que las CCAA puedan prever otras de manera complementaria. (FJ 12)
· Regular la organización básica de la dirección y coordinación en la materia de protección civil. (FJ 13)
· Potestad del Ministerio de Interior para dictar reglamentos técnicos en la materia, dirigidos a salvaguardar el interés supraterritorial. (FJ 13)
· Elaboración por el Ministerio de Interior del Catálogo Nacional de Recursos Movilizables, integrando en el mismo los que resulten de los planes territoriales y especiales (FJ 13)
· Facultades del Ministerio de Interior para ejercer la superior dirección, coordinación e inspección.

«Las facultades autonómicas en materia de protección civil no pueden impedir, por la misma naturaleza del régimen de concurrencia de que se trata, la existencia de unas facultades superiores de coordinación e inspección a cargo del Estado cuando está en juego el interés nacional. Tales facultades no suponen un desapoderamiento de la Comunidad Autónoma del País Vasco, en cuanto ésta mantiene sus competencias en materia de protección civil en su propio ámbito. Las facultades de dirección, coordinación e inspección «superior» viene, por tanto, impuestas por la diversidad de las partes afectadas y la necesidad de su integración en un todo unitario, integración que puede exigir la adopción de medidas de acción conjunta, homogeneidad técnica o sistemas de relación, siempre y cuando no entrañen la sustracción de competencias propias de las entidades autonómicas sino tan sólo un límite al ejercicio de las mismas; lo mismo cabe decir de las facultades de superior inspección de los servicios que, sin embargo, no pueden convertirse en un control tutelar de la acción administrativa de la propia Comunidad Autónoma.» (FJ 13)

· Regulación por el Estado del ejercicio de la potestad sancionadora por las distintas administraciones implicadas, es decir, la previsión de infracciones y sanciones. (FJ 15)
· Elaboración de un plan financiero incorporado a los Presupuestos Generales del Estado, en ejercicio de sus facultades normativas en materia de seguridad pública. (FJ 16)
· El Estado puede normativamente imponer a las CCAA la obligación de revisar sus normas anteriores para adecuarlas a la nueva legislación básica (FJ 16)
· Creación de una red de alarma Nacional dependiente de los órganos de protección civil del Estado y coordinada por los correspondientes Ministerios de Defensa, para alertar a la población en casos de emergencia. (FJ 17)
· Elaboración y aprobación del Plan Básico de Emergencia Nuclear. Lo engloba en la competencia estatal derivada del artículo 149.1.29 CE, sobre la base de la necesidad de integrar distintos tipos de servicios y recursos en una acción común, en situaciones de emergencia de extraordinaria gravedad.
Dentro de la competencia autonómica se encuentran las siguientes:

· Determinar el órgano competente para la aprobación de los planes autonómicos.
· Recabar la información necesaria para la elaboración y ejecución de los planes: «La potestad de recabar la información necesaria para la elaboración y ejecución de estos planes (art. 12) es algo que no sólo puede corresponder a la Administración autonómica (como ciertamente se reconoció al analizar los llamados Centros de Coordinación Operativa) sino que lógicamente atañe a todos los órganos y autoridades implicados en cada una de sus instancias y dentro del ámbito de sus respectivas competencias; y no es ocioso recordar el deber de colaboración y auxilio recíproco que debe existir entre todas las Administraciones Públicas que «se encuentra implícito en la propia esencia de la forma de organización territorial del Estado que se implanta en la Constitución» [STC 18/1982, fundamento jurídico 14.º; en el mismo sentido las SSTC 11/1986, 96/1986, 64/1990, etc.].»

· Proponer a los órganos del Estado en situaciones de emergencia intraautonómica la aplicación concreta de un Plan y la movilización de los servicios y medios necesarios.
VOTO PARTICULAR de Luis López Guerra, opina que debería haberse declarado inaplicable este precepto para la CAPV, sobre la base que se trata de una potestad de ejecución,  cuya atribución al Estado no se corresponde con los criterios generales de reparto competencial expuestos en la sentencia en materia de protección civil, esto es, se parte del reconocimiento de competencia de la CAPV en materia de protección civil y la intervención del Estado debe estar justificada por razones de supraterritorialidad del siniestro o situación de emergencia o por razones de interés nacional, que no se dan en el presente caso y que además se hallan preservadas por las muchas facultades de coordinación que se reserva el Estado.
